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CONTESTACION DE LA DEMANDA 73001333300620220003000

Fuentes Orozco Enrique Jose <t_efuentes@fiduprevisora.com.co>
Mié 8/06/2022 4:38 PM

Para: Juzgado 06 Administrativo - Tolima - Ibague <adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Buenas tardes

Comedidamente remito contestación de demanda de la referencia.

Gracias

Cordialmente

Enrique Fuentes Orozco
Apoderado FONPREMAG
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.
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Señores 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE IBAGUÉ 

E.S.D. 

 

 

RADICACIÓN: 73001333300620220003000 
  

  

ACCIÓN:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:   YOLANDA RIVERA 

DEMANDADOS: NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
ENRIQUE JOSÉ FUENTES OROZCO, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía N° 
1.032.432.768 de Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la tarjeta profesional de abogado 
N° 241.307 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderada 
sustituto de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, según poder debidamente conferido y anexo 
al presente documento, por medio de la presente me permito dar CONTESTACIÓN a la presente 

demanda en los siguientes términos: 
 

A LAS PRETENSIONES. 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida 
consideración que, al demandante no le procede el trámite de reconocimiento de pensión dado 
que la vinculación al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO se dio 
con posterioridad el 2003. Así el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 estableció que los docentes 
que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, tendrán derechos 
pensionales del régimen pensional de prima media establecido en la Ley 100 de 1993 y Ley 797 
de 2003, normas que le son aplicables al demandante dada la fecha de su vinculación.  

En ese orden de ideas el demandante no cumple los requisitos establecidos en las normas 
precitadas, para que sea reconocida la pensión de jubilación por la Ley 33 de 1985, por lo que el 
acto demandado no está viciado de legalidad y por el contrario goza del principio de legalidad de 

los Actos Administrativos establecido en el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011.  

A LOS HECHOS. 

 

1. NO ME CONSTA, pues en los documentos que integran el líbelo introductorio de la 

demanda NO se evidencian todas las fechas indicada en la relación presentada por el 

apoderado de la parte demandante, por eso me abstengo de pronunciarme sobre el 

particular. 
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2. NO ES CIERTO, esa fecha no se tiene en cuenta para docentes afiliados al FOMAG, sino 

que más bien se trata de una vinculación de carácter civil que no debe confundirse con 

una de orden legal para el cómputo de las semanas para pensión de jubilación. 

 

3. NO ES CIERTO, pues por lo esbozado anteriormente, NO tendría derecho a la obtención 

de la pensión de jubilación. 

4. NO ES CIERTO, ya que de acuerdo a lo manifestado, no ha adquirido el status pensional. 

5. NO ES CIERTO, ya que la decisión de negativa de la pensión ordinaria de jubilación por la 

Ley 33 de 1985 es ajustada a derecho sobre la Ley 100 de 1993. 

6. NO ES CIERTO, ya que la decisión de negativa de la pensión ordinaria de jubilación por la 

Ley 33 de 1985 es ajustada a derecho sobre la Ley 100 de 1993. 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

Como fundamento de esta defensa se tiene el siguiente recuento normativo y jurisprudencial que 
se pasa a exponer:  
 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 
La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, que señala: 
 
 

Artículo  3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 
patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos 
serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en 
la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno 
Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que 
contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la 
presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá 

cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 
determinada con base en los costos administrativos que se generen. La 
celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación 

Nacional.”  
 
Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito por el 
Gobierno Nacional junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como vocera y 

administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO o fidecomiso. 
 
La Ley 812 de 2003 en su artículo 81 manifiesta: 

“El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 
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oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley, serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
y tendrán los derechos pensionales del régimen pensional de prima media 

establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos 
previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 

años para hombres y mujeres […]”. 

Por lo anterior, solamente los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la 

Ley 812 de 2003 (26 de junio de 2003) tendrán los derechos del régimen pensional de prima 
media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, normatividad aplicable al actor. 

Así las cosas la Ley 100 en su artículo 33 establece los requisitos para obtener la pensión de 
vejez y en su parágrafo 3 indica lo siguiente: 

“Se considera justa causa para dar por terminado el contrato de      trabajo 
o la relación legal o reglamentaria, que el trabajador del sector privado o 
servidor público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para 
tener derecho a la pensión. El empleador podrá dar por terminado el contrato 
de trabajo o la relación legal o reglamentaria, cuando sea reconocida o 

notificada la pensión por parte de las administradoras del sistema general de 
pensiones. 

Transcurridos treinta (30) días después de que el trabajador o servidor 
público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para tener 
derecho a la pensión, si este no la solicita, el empleador podrá solicitar el 

reconocimiento de la misma en nombre de aquel. 

Lo dispuesto en este artículo rige para todos los trabajadores o servidores 
públicos afiliados al sistema general de pensiones.” 

Con relación a lo anterior la Ley 71 de 1988 en su artículo 8 reza lo siguiente. 

“Las pensiones de jubilación, invalidez y vejez una vez reconocidos, se hacen 
efectivas y deben pagarse mensualmente al pensionado desde la fecha en que 

se haya retirado definitivamente del servicio, en caso de que este requisito sea 
necesario para gozar de la pensión. 

Para tal fin la entidad de previsión social o el I.S.S., comunicarán al organismo 
donde labora el empleado, la fecha a partir de la cual va a ser incluido en la 
nómina de pensionados, para efecto de su retiro del servicio. Para cobrar su 

primera mesada el pensionado deberá acreditar su retiro, mediante copia 
auténtica del acto administrativo que así lo dispuso o constancia expedida por el 
Jefe de Personal de la entidad donde venía laborando, o de quien haga sus 
veces.” 

Así mismo el Decreto 1278 de junio 19 de 2002 en su CAPÍTULO V Derechos, deberes, 
prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, en su artículo 42 prevé:   
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                Prohibiciones. Además de las prohibiciones establecidas en la Constitución y 

la ley, y en especial en el Código Disciplinario Único, para los servidores 
públicos, a los docentes y directivos docentes les está prohibido: 

                 Literal K: Desempeñar simultáneamente más de un empleo público o recibir 
más de una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o 

de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado.  

Aunado a lo anterior en su artículo 63 literal b especifica los motivos de retiro del servicio. 

                 “ARTÍCULO 63. Literal b, Retiro del servicio. La cesación definitiva de las 
funciones docentes o directivos docentes de los educadores estatales se 
produce en los siguientes casos,  Por obtención de la jubilación o pensión 
de vejez, gracia o invalidez. 

Por otro lado, la H. Corte Constitucional señaló los requisitos que deben tenerse para el 

reconocimiento de una pensión de jubilación por aportes prevista en ley 71 de 1988, 
veamos:  

                “Entre los esquemas prestaciones subsistentes gracias al tránsito normativo 
permitido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, se encuentra el 

consagrado en la Ley 71 de 1988[58], el cual incorpora la pensión de 
jubilación por aportes en los siguientes términos: 

                “A partir de la vigencia de la presente ley, los empleados oficiales y 
trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en 
cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión 

social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, 
intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, 
tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta 
(60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más 
si es mujer. 

                 El Gobierno Nacional reglamentará los términos y condiciones para el 
reconocimiento y pago de esta prestación y determinará las cuotas partes 
que correspondan a las entidades involucradas”. 

                 Bajo tal entendido, se permite la acumulación de aportes efectuados a 
entidades de previsión social en el sector público y al ISS en el privado, de 
manera que se acrediten 20 años de cotizaciones sin importar su origen. 

Este Tribunal ha manifestado en torno a esta prestación social, en los siguientes términos: 

               “Así, en el sector oficial, el reconocimiento y pago de las pensiones de los 
servidores públicos correspondía en general a la Caja Nacional de Previsión 
(CAJANAL) y a las cajas de las entidades territoriales, aun cuando también 
existían otras entidades oficiales encargadas de ese manejo para 
determinados sectores de empleados, como los miembros de la Fuerza 

Pública. Por su parte, inicialmente, el reconocimiento y pago de las 
pensiones de los trabajadores privados era responsabilidad directa de 
ciertos empresarios, ya que la jubilación, conforme a la legislación laboral, 
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en especial al artículo 260 del Código del Trabajo y a las leyes 6 de 1945 y 

65 de 1946, era una prestación especial únicamente para ciertos patronos, 
a saber para las empresas con capital mayor a ochocientos mil pesos. 
Igualmente, en algunos casos, y para determinados sectores económicos, 
la normatividad laboral admitió que se constituyeran cajas de previsión 
privadas, como CAXDAC. Finalmente, sólo a partir de 1967, el ISS empezó 
a asumir el reconocimiento y pago de pensiones de trabajadores privados. 

                 Esas distintas entidades de seguridad social no sólo coexistían sino que 
prácticamente no había relaciones entre ellas. Así, en el sector privado, el 
ISS no tenía responsabilidades directas en relación con los trabajadores de 
aquellas empresas que reconocían directamente pensiones, ni con los 
empleados afiliados a las cajas previsionales privadas (…) en términos 

generales, había una suerte de paralelismo entre los distintos regímenes de 
seguridad social que, como esta Corte lo ha reconocido, era una de las 
principales causas de la ineficiencia en el sector y de la vulneración de los 
derechos de los trabajadores. 

                En tal contexto, una de las finalidades esenciales de la Ley 100 de 1993, en 
desarrollo de los principios de universalidad, eficiencia y solidaridad que 
rigen la seguridad social (CP art. 48), fue superar esa desarticulación entre 
los distintos regímenes pensionales, que no sólo hacía más difícil el manejo 
general de esta prestación sino que se traducía en inequidades manifiestas 

para los trabajadores. Así, durante mucho tiempo fue imposible acumular 
semanas o tiempos de trabajo laborados frente a distintos patronos, con lo 

cual las posibilidades de muchos empleados de acceder a la pensión eran 
mínimas.” 

                 En esa medida, se trata entonces de una ley que permite acceder a la 
pensión de jubilación cuando se hubieren hecho aportes a las Cajas de 

Previsión del orden nacional o territorial, es decir, estas cotizaciones deben 
ser anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, con la cual 
se dispuso suprimir tales entidades de previsión para dar lugar a la creación 
de las administradoras de fondos de pensiones.”1 

Con fundamento en la anterior normatividad, al señor demandante, le fue negado el 

reconocimiento de pensión con sujeción a la normatividad vigente,  

IV. EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

 

EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 

 
1 CORTE CONSTITUCIONAL. SENTENCIA T- 6.435.059, MAGISTRADO PONENTE: JOSE FERNANDO REYES CUARTAS, 

PROVIDENCIA DEL 8 DE MARZO DE 2018, ACTOR: LUIS RAFAEL AVILA MANJARRES, DEMANDADO: SECRETARIA DE 

EDUCACION DISTRITAL DE BARRANQUILLA, FIDUPREVISORA Y COLPENSIONES.  
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En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 

frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación 
de los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, 
si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

 

“…Los actos administrativos son válidos cuando han cumplido los requisitos establecidos por el 

ordenamiento jurídico, lo cual se traduce en que, en su expedición, la administración haya 

observado con rigor los elementos de competencia, objeto, forma, causa y finalidad. La 

conformidad del acto administrativo con el ordenamiento jurídico se materializa en la denominada 

presunción de legalidad, positivizada novedosamente en el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011. De 

ahí que, no obstante el acto administrativo se presuma ajustado al ordenamiento jurídico, dicha 

presunción pueda ser controvertida ante el juez contencioso administrativo quien, a través de la 

sentencia, podrá declarar o no la nulidad del acto y, en consecuencia, desvirtuar dicha presunción 

demostrando la existencia de vicios en los elementos de validez del acto (falta de competencia, 

expedición irregular, falsa motivación, desviación de poder) De otro lado, la eficacia de los actos 

administrativos se relaciona con la producción de los efectos jurídicos para los cuales fueron 

expedidos, es decir, que resulten oponibles a sus destinatarios. En este sentido, será la publicidad 

de los mismos el requisito para que puedan surtirse tales efectos (publicación, comunicación o 

notificación). En consecuencia, su inobservancia ya no se configura como una causal de nulidad 

del acto, tal y como acontece en relación con los elementos de validez, sino en la ineficacia del 

mismo. No obstante, existen tipos de actos en los cuales la producción de los efectos jurídicos 

correspondientes no depende sólo de su publicidad sino también del acaecimiento de una 

condición, la cual entre tanto no se cumpla, suscita que tales efectos queden en suspenso. De ahí 

que la creación de la situación jurídica particular solo se dé en el momento en que en que acaezca 

aquélla. El nombramiento constituye uno de aquéllos actos que ha sido llamado acto - condición. 

En este sentido, la posesión se instituye como la condición para que se concrete la situación 

jurídica particular dispuesta por el nombramiento…” 

 

Para el caso en concreto, tenemos lo siguiente: 
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FECHA DE VINCULACIÓN AL FNPSM: 1 DE ENERO DE 2007. 

 

Tal como se evidencia, por haber ingresado al servicio docente en el FOMAG, posterior al 27 de 

junio de 2003, la docente demandante ha de regirse por las disposiciones de la Ley 100 de 1993, 

y en consecuencia la decisión de negar la pensión por la Ley 33 de 1985 es acorde a derecho. 

 

V. PETICIONES. 

 

Solicito de manera respetuosa sean denegadas las pretensiones de la demanda y Abstenerse de 

condenar en costas a la entidad demandada. 

 

VI. PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

VII. ANEXOS. 

 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

 

VII. NOTIFICACIONES 
 

EL MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL las recibirá por intermedio de la Señora Ministra 
de Educación, en la Calle 43 # 57-14, Centro Administrativo Nacional (CAN), Bogotá D.C., y/o en 
el correo o dirección electrónica, exclusivamente para notificaciones judiciales: notificacionesjudi-
ciales@minieducacion.gov.co. 

 

El suscrito apoderado, las recibiré en los correos electrónicos notjudicial@fiduprevisora.com.co; 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co   
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Sin otro particular me suscribo. 
 
Del señor(a) Juez,  
  

Cordialmente,  

 

 
ENRIQUE JOSÉ FUENTES OROZCO 

C.C 1.032432768 DE BOGOTÁ 

T.P. 241.307 Del C. S. de la J.  

VICEPRESIDENCIA JURÍDICA 

PROFESIONAL IV 

 
 

“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity 

en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 

6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 

Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser 
vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del 

Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la 

posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer 

las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 

ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 

2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De 

igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por 

Play Store o por App Store. 

 

http://172.16.0.37/orfeo/secure/prod/seguridadImagen.php?fec=MjAyMi8xMTgvZG9jcy8xMjAyMjExODEwNDAwMzFfMDAwMDEuZG9jeA==
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                                                                                                                                   Nº  027073 

 

Señores  

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DE IBAGUE 

 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 73001333300620220003000. 
DEMANDANTE: YOLANDA RIVERA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 

 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

ENRIQUE JOSE FUENTES OROZCO 1032432768 BOGOTA 241307 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

HERNANDO IVAN PACHECO SARMIENTO 1065645224 VALLUDUPAR 320950 del C. S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
 
 
Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 

 
Aceptó: 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional FIRMA

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

ENRIQUE JOSE FUENTES OROZCO 1032432768 BOGOTA 241307 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

HERNANDO IVAN PACHECO SARMIENTO 1065645224 VALLUDUPAR 320950 del C. S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co









































